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EL PROBLEMA

En este informe se busca exponer la puesta en práctica de los mecanismos que permiten que los problemas de salud mental ocupacional, especialmente los trastornos y enfermedades mentales de carácter profesional, logren ser identificados como tales, atendidos, tratados y recompensados institucionalmente.     

Las inquietudes que están detrás son las siguientes: 

¿Consultan y reclaman los trabadores/as por problemas de salud mental de origen laboral? ¿Dónde acuden?

¿Qué pasos debe dar una persona afectada por un problema psicológico que cree está vinculado o tiene su origen en la organización o condiciones de trabajo o es un efecto postraumático de algún accidente laboral? 

¿Los organismos encargados de brindar atención médica y compensaciones monetarias acogen estos casos? ¿Tienen algún protocolo para clasificarlos y tratarlos?  

¿Cuál es la trayectoria administrativa que siguen en la práctica estos problemas? ¿Quién califica inicialmente? Si hay reclamos, ¿Quién falla en primera y segunda instancia? ¿Quién falla en última instancia? ¿Cuál es la efectividad real de estos pasos?

No todas estas preguntas logran ser respondidas en este informe. Sin embargo, son las que han estado presentes en la realización de este documento y han sido utilizadas como criterios orientadores. Este informe debe entenderse relacionado e integrado con otros dos
 de modo que la parte sustancial de marco jurídico-normativo se desarrolla en ellos.   

La salud mental ocupacional no ha tenido presencia ni mayor desarrollo en el país, mucho menos aún que el tratamiento de las enfermedades profesionales y la salud laboral en general, en cuya detección y seguimiento Chile tiene un notorio déficit, comparado especialmente con el tratamiento de los accidentes laborales frente al cual se destaca en su quehacer. En los últimos dos años, sin embargo, se han implementado reformas en las políticas públicas que dan, y se esperá darán, una mayor visibilidad al problema de la salud mental en el país. Esto es, la actualización del listado de enfermedades profesionales, después de más de 35 años y la reforma a la salud que incorpora la depresión como uno de los problemas prioritarios.     

EL MARCO DE ANÁLISIS
Tendencias internacionales 

La relación entre trabajo y salud mental es un asunto de preocupación nacional e internacional que se manifiesta con claridad en le último tiempo. Y si bien esta relación ha sido identificable al menos desde la orígenes del trabajo industrial (“Tiempos Modernos”, Charles Chaplin), es en las últimas décadas que la relación aparece como un problema que trasciende los muros de la fábrica, para convertirse en un asunto que permea  las condiciones de vida en la sociedad moderna
. 

Según el análisis hecho por OIT
 el aumento de los problemas de salud mental de los trabajadores deriva de los cambios sociales y culturales que han afectado al trabajo. Se señalan como grandes problemas la incertidumbre, falta de claridad y confianza en la estabilidad laboral, el boom tecnológico, el rediseño de puestos de trabajo y las demandas de rápida adaptación a estos cambios, las transformaciones en la organización del trabajo donde emergen empleos con jornada a tiempo parcial, empleos transitorios, la subcontratación y los nuevos sistemas de remuneraciones.   

Algunos países, por ejemplo, Alemania, Finlandia, Estados Unidos, Polonia y Reino Unido, cuentan con programas y sistemas específicos de protección tanto en aspectos legales como asistenciales, lo cual hace que sea posible disponer de información estadística y analítica sobre los problemas de salud mental laboral. Que exista seguimiento e información en estos países permite avanzar en las mediciones de una materia difícil de perfilar y dimensionar y abre una gran interrogante respecto de la magnitud y características del problema en otros países con niveles intermedios de desarrollo o definitivamente subdesarrollados. 

Tendencias nacionales en el trabajo

En nuestro país los cambios en la estructura ocupacional han sido significativos entre fines de la década de los 60 y el momento actual. 

El sector servicios pasa a tener cada vez mayor peso en la economía y la composición de las ocupaciones, cambia la proporción entre trabajadores ocupados en actividades vinculadas directamente a los procesos de transformación versus la que se ocupa en actividades denominadas “de servicios”. Así, las categorías “profesionales y técnicos afines”, “administradores y directivos”, “empleados de oficina” y “vendedores”, que en conjunto representaban el 23% de la ocupación en 1970, representan al 40% en 1992, es decir, casi se duplican y en el año 2002 representan a más de la mitad. En tanto “agricultores” y “operarios y artesanos” que llenaban alrededor del 50% de la ocupación bajan al 30% en 1992
. 

La revolución informática ha cambiado en actividades económicas directamente productivas el contenido de las tareas y, más en general, el sentido del trabajo. Los trabajadores adscritos a la tecnología moderna son hoy día más “operadores” de equipos que operarios, en ese sentido, más indirectamente vinculados a los procesos de transformación material en la producción.  

El conjunto de estos cambios en el modo de producir ha tenido un impacto en la estructura de riesgos del trabajo. Tanto el nivel tecnológico como el grado de calificación de la población laboral cambian el perfil de los riesgos, la frecuencia y el tipo de accidentes y la naturaleza de las patologías ocupacionales. No quiere decir que los riesgos materiales y sus consecuencias, los accidentes del trabajo y las enfermedades profesionales clásicas (silicosis y otras neumoconiosis, por ejemplo) no sean significativos ni importantes, sino que emergen con fuerza los riesgos sicosociales vinculados a actividades “de servicios”, de sobrecarga estática como postura de trabajo, de uso intensivo de pantalla de datos y digitación, de sobrecarga de información, en fin un síndrome del trabajo en oficinas, que más allá de la calidad de las relaciones laborales, tiende a generar un cierto perfil patológico, en el cual la salud mental es una de las áreas relevantes.    

En Chile el problema aparece en forma cada vez más reiterada como asunto de interés público y se incorpora en la opinión ciudadana, pero no existe aún un nivel básico de información estadística ni menos producto del seguimiento de un programa nacional específico que permita contar con un conocimiento sólido sobre la situación de la salud mental de los trabajadores y trabajadoras chilenas. 

Destacamos algunos indicadores que muestran que el tema está en la preocupación nacional y que es un problema para la salud pública. En diversas encuestas comparativas sobre salud mental, Chile y Santiago aparecen como uno de los países y ciudades en donde hay tasas de depresión y trastornos de la salud mental altos.   

Por otra parte, Chile durante varios años apareció encabezando el ranking de países (The World Competitiveness Yearbook, IMD, Prices and Earnings around the Globe, UBS) en donde se trabajaba una mayor cantidad de horas al año. En 2003 Chile superó en horas de trabajo anuales en 25% a los países europeos, en 15% a Japón y en 14% a Estados Unidos
. Una parte importante de la Reforma Laboral del año 2001, estuvo orientada a reducir la jornada laboral en general y a garantizar ciertos períodos de descanso, entre ellos los días domingos para algunos grupos laborales, de comercio fundamentalmente, en los cuales el empleo femenino es significativo
. 

Frente a la pregunta
 sobre los aspectos positivos que producirá la reducción de jornada, más de la mitad de los entrevistados contestaron que los padres estarán más tiempo con sus hijos. Otras consecuencias destacadas por los asalariados es que bajará el estrés de los trabajadores (38.7%) y mejorará el ambiente de trabajo (26.2%). Un porcentaje no menor (24%), cree que las personas se esforzarán por trabajar mejor, lo que concuerda con la idea de mejoría en la productividad que puede acarrear esta medida,

La tensión principal entre el trabajo y la vida familiar se produce en los adultos y, especialmente, en las trabajadoras con hijos menores y adolescentes
. 

Cuando se consultó a los asalariados/as sobre la inversión de las 3 horas de tiempo libre de las que se dispondría producto de la reforma laboral, las tres cuartas partes indicaron que las usarían para compartir con la familia. Esto es consistente con otra encuesta realizada a jóvenes para conocer sus aspiraciones laborales. Al ser consultados con qué criterios seleccionarían la empresa donde quisieran trabajar, eligen entre los primeros: que respete el equilibrio entre la vida laboral y la vida personal y familiar.         

Sin embargo, para efectos sobre la salud mental en general, es sintomático que nada menos que el 24.2% considerara que disponiendo de una mayor cantidad de tiempo libre, podrían dormir más, y que ésta sea la segunda opción más frecuente en los estratos más bajos, lo cual muestra que la extensión de la jornada laboral para algunos grupos laborales altera condiciones fisiológicas elementales como es el descanso reparador indispensable, que deriva de una determinada cantidad de horas de sueño. Para la salud y el bienestar, un dato complementario es que el 28.8% de los encuestados pensaban que invertirían ese tiempo en hacer deportes o actividad física, pudiendo contribuir a mejorar el sedentarismo del 89% de la población chilena que midió la Encuesta Nacional de Salud 2003
. Y que es explicado no sólo como la consecuencia de malos hábitos, sino que también de las escasas posibilidades de tiempo para desarrollar actividad física en forma regular y de la carga laboral estática propia de los procesos de trabajo modernos. 

Dedicación a la familia, en primer lugar, y mejorar el bienestar físico, en segundo, son las prioridades de la mayoría de los trabajadores dependientes frente a una mayor disponibilidad de tiempo libre. Mucho más atrás, y sólo para unos pocos (alrededor del 10%), surge como alternativa posible realizar otras actividades sociales, culturales o académicas. 

El asunto de la compatibilidad entre vida familiar y vida laboral es materia de discusión en algunas empresas, en muchos casos a partir de los principios de la Responsabilidad Social Empresarial, y materia también de política pública en la cual el Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM) ha tenido un rol significativo. En el mismo sentido y en forma coincidente el Programa Vida Chile, del Ministerio de Salud ha desarrollado actividades en distintas empresas. 

Otra señal de la inquietud por la salud mental ocupacional es la buena acogida que tiene en los centros de trabajo la introducción de pausas saludables, que consisten en detenciones de la actividad laboral durante la jornada de alrededor de un cuarto de hora para realizar algunos ejercicios de relajación, cambios posturales, conversar asuntos extralaborales.

Tendencias en la salud pública

Independiente de los aspectos laborales, la salud mental de la población ha adquirido mayor visibilidad a partir de la Reforma de la Salud realizada en el país en los últimos años.

Desde mediados del año 2005 se puso en aplicación el Plan de Acceso Universal y Garantías Explícitas en Salud (Plan AUGE, hoy GES) que apunta a cerrar las brechas respecto del acceso y oportunidad en la atención, que debe ser de calidad y costo controlado para las personas que hagan uso de él, para dar protección financiera a las familias frente a los problemas de mayor costo en salud. En el sistema público para los tramos de menores recursos (grupos A y B) la atención es gratuita y su valor va subiendo hasta un cierto tope a medida que aumenta el nivel de ingresos.  

El GES garantizaba para toda la población el aseguramiento de la cobertura a 25 problemas de salud y enfermedades, inicialmente, y luego se amplió a un número de 40 problemas entre los cuales se incorporó la depresión
.

A partir de julio del año 2006 el tratamiento de la depresión pasó a ser también obligatorio. Las enfermedades mentales no contaban con una adecuada cobertura en el sector público y privado. En el sector público había una gran carencia de recursos tanto de especialistas médicos como de fármacos y en el sector privado (ISAPRES) se limitaba la cobertura a un número limitado de consultas al año.

La incorporación de la depresión al plan GES significó un crecimiento inmediato de la demanda por atención médica. El sector privado (ISAPRES) debió ampliar su dotación de especialistas y en el sector público se abrieron 130 nuevos cargos para contratar psiquiatras y psicólogos.   
De manera que desde la salud pública los problemas de la salud mental están siendo más reconocidos y mejor canalizados recientemente en el país.

Relaciones entre el trabajo y la salud mental

Los trastornos de la salud mental relacionados con el trabajo, tal como se deduce del conjunto de problemas mencionados, se refieren a aspectos muy distintos de la actividad laboral, que es conveniente diferenciar para intervenir sobre ellos, pero teniendo claro que a nivel del sujeto (trabajador/a) tienden a ser experimentados en forma global como una sola experiencia vital.   

Un grupo de factores se refieren al contenido del trabajo propiamente tal: al volumen y la carga del manejo de información, al paso desde el trabajo directamente productivo al trabajo informatizado, lo cual demanda altos grados de concentración mental y en actividades sobre las cuales no se tiene pleno control. Es decir, tal como existe el riesgo para el sistema osteomuscular del trabajo repetitivo manual, existe también el riesgo psicológico del trabajo repetitivo intelectual. Desde otro punto de vista, la informatización de procesos, que ha disminuido la carga física de trabajo, ha aumentado los grados de responsabilidad y de una responsabilidad que es ejercida y experimentada de modo más solitario que el trabajo repetitivo en cadena, caracterizado por su naturaleza gregaria o grupal. Así como el trabajo repetitivo, propio de la producción en serie, tiene riesgos de fatiga para la salud mental, el desafío propio de la producción altamente innovadora de readaptaciones permanentes tiene riesgos también en el sentido inverso, de tensión laboral.  

Otro grupo de factores, como ya se ha hecho alusión, se refieren a la organización social del trabajo. En términos históricos, al tránsito desde grandes empresas que garantizaban un trabajo estable, con proyecciones de largo plazo y con una trayectoria conocida y pauteada a la generación de unidades productivas que se arman y desarman en torno de proyectos y que por definición implican empleos más bien de corta duración, inestables y en donde el rendimiento y la competencia son el estímulo fundamental de sobrevivencia ocupacional.       

En este marco las jornadas laborales prolongadas que se han descrito son un factor de riesgo que potencia la intensidad de las jornadas laborales sea con un alto contenido de información o sea por el desempeño de actividades físicas repetitivas.  

Este esquema de organización del trabajo supone un desafío de compromiso con metas de los empleados que rompen con las rutinas en las jornadas laborales y con los tiempos tradicionales de descansos diarios, semanales y anuales. En cierto sentido el trabajo se introduce de un modo más anárquico en la vida cotidiana de los trabajadores, lo cual hace para muchos que la presencia del trabajo no desaparezca en sus tiempos “libres”. Cabe señalar que la aproximación individual frente a este fenómeno no tiene una única respuesta homogénea. A algunas individualidades este sistema puede acomodarles, en tanto a otros resulta desestructurador de sus comportamientos.   

Otro grupo de factores en las relaciones laborales que inciden en la salud mental, tienen como elemento común el uso discrecional de la autoridad del empleador. Un esquema de administración con excesos autoritarios, en el cual las instrucciones y órdenes sólo se siguen, sin conocer su sentido ni se discute su aplicabilidad, conlleva el riesgo del ejercicio abusivo de este poder, es fuente de malestar y tensión sicosocial y de malestar psicológico entre los empleados.

En este grupo de factores pueden incluirse las situaciones de hostigamiento o acoso en sus distintas formas
 (mobbing), presiones indebidas y maltrato laboral. 

Ahora bien, diversas investigaciones muestran las alteraciones de la salud mental de origen laboral no se deben sólo, ni siquiera principalmente, a problemas con los niveles jerárquicos ascendentes, sino que igualmente importante es el clima laboral en torno de las relaciones horizontales, entre pares de trabajo. Las relaciones entre empleados o al interior de determinadas unidades o equipos de trabajo tienen mayores probabilidades de ser insatisfactorias y, abiertamente, en exceso competitivas y de mala calidad en la medida en que la estructura vertical es muy jerárquica y se impone por la distribución de cargos más que por una distribución más inclusiva del poder en las empresas.

En situaciones estructurales de incertidumbre sigue siendo vigente el principio de que las personas participan con mayores grados de satisfacción en la medida en que se saben parte de un proyecto común; cada quién conoce bien su propio rol, lo se espera de su desempeño y lo que él puede espera de los demás. Y que, por el contrario, la falta de proyecto compartido, la inespecificidad o inconsistencia de roles, genera un ambiente favorable a arbitrariedades y abusos tanto en las líneas verticales como horizontales de las estructurad de poder en las empresas e instituciones.       

TENDENCIAS EN LA INFORMACIÓN

La información disponible sobre la consulta por trastornos mentales vinculados al trabajo es escasa. No hay en el país buenos registros de las enfermedades ocupacionales en general, ni menos aún de las enfermedades mentales de origen ocupacional. Los datos disponibles indican que los trabajadores/as que llegan a consultar por estos problemas son muy pocos. 

El estudio reciente de la Asociación Chilena de Seguridad, la Mutualidad que concentra el mayor número de empresas y de trabajadores afiliados, muestra el número marginal de consultas y de atenciones por este tipo de problemas, 272 en el año 2004. Sin embargo, muestra también un aumento, casi del 50% de los casos, en cinco años. Y señala, además, un crecimiento de la proporción de casos en estudio que son calificados finalmente como de origen profesional. De un 23% en 2000 al 32%. Ello indicaría o un cambio en los criterios de clasificación o, efectivamente, una mayor presencia de los factores laborales como determinantes de la salud mental.             

Nº de casos en estudio, Nº de casos y % calificados como neurosis ocupacional

Hospital del Trabajador Santiago(*)

2000 - 2004

	Años
	Casos en estudio


	Neurosis ocupacionales
	% Neurosis ocupacionales

	2000
	137
	31
	22,6

	2001
	173
	28
	16,1

	2002
	229
	64
	27,9

	2003
	263
	72
	27,3

	2004
	272
	86
	31,6


(*) Principal centro asistencial del la Asociación Chilena de Seguridad, que afilia a más de 1.600.000 trabajadores, casi al 40% de la población cubierta por el seguro contra accidentes del trabajo y enfermedades profesionales    

Fuente: Tomado de “Salud mental y trabajo: ¿un problema en alza?”,  en Revista Ciencia&Tecnología, N° 21, 2006 Asociación Chilena de Seguridad

Nº de accidentes del trabajo, según consecuencias 
2000 - 2004

	Consecuencia
	Año 2000
	Año 2001
	Año 2002
	Año 2003


	Total
	287.327
	294.984
	315.488
	317.201

	Sin derecho a licencia
	65.499
	70.914
	80.698
	82.087

	Incapacidad temporal
	221.282
	223.536
	234.202
	234.521

	Invalidez parcial
	117
	156
	170
	167

	Invalidez  total
	43
	58
	60
	81

	Gran invalidez
	24
	18
	13
	12

	Muerte
	362
	302
	345
	333




Fuente: Superintendencia de Seguridad Social, a partir de información de las Mutualidades 
Como es evidente, los casos de consulta por problemas de salud mental y la resolución de ellos como de origen laboral son insignificantes en relación con los accidentes del trabajo, que son la mayor preocupación del sistema de seguro que funciona en el país.
Respecto de las enfermedades profesionales en general ocurre algo paradojal. A diferencia del accidente, que es un fenómeno de ocurrencia inmediata, en un espacio bien determinado y, normalmente, bastante visible, las enfermedades tienen por lo general otros tiempos. Suelen ser de desarrollo lento, larvado, antes que lleguen a manifestarse sus primeros síntomas y signos. 

En particular, las enfermedades del trabajo consideradas clásicas y duras, como por ejemplo, la silicosis en los mineros y otros trabajadores expuestos a sílice, son de aparición tardía, cuando la enfermedad es ya irreversible. Otro tanto ocurre con la sordera profesional por exposición a ruido. De modo que cuando estos daños a la salud afectan el bienestar y la vida de las personas, bien puede ocurrir que los trabajadores se encuentren alejados del lugar en donde el mal tuvo su origen. 

Por otra parte, la relación causa-efecto en las enfermedades es mucho menos evidente que en el caso de los accidentes del trabajo y, en particular, las enfermedades asociadas al trabajo moderno. Sea de aquéllas derivadas del abuso o uso inadecuado de la informática; el uso repetitivo de determinadas partes u órganos del cuerpo (extremidades superiores y manos o de la vista) en desmedro de otros, sea de aquellas cuya causalidad se arma en torno de factores tanto laborales como extralaborales. Vale decir, en los denominados “estilos de vida y hábitos no saludables”, que combinan sedentarismo, mantención sostenida de determinadas posturas del cuerpo (carga estática), malnutrición, tabaquismo y otras adicciones.

En general, en la patología osteomuscular (lumbalgias, tenosinovitis, por ejemplo) así como en los problemas de salud mental asociados a la vida moderna en su conjunto pueden confundirse los aportes que hace la ocupación con los aportes que hace la vida cotidiana y los hábitos adquiridos en ambos espacios. De esta manera, si la relación causal entre exposición a sílice y silicosis es unívoca e inequívoca, aunque su manifestación sea tardía, la relación uso repetitivo de extremidad superior en la digitación o en la industria alimentaria y tendinitis, es materia frecuente de polémica profesional y sobre todo institucional. Esto se ha expresado en la disputa frecuente respecto de quién se hace cargo: la Mutual o la ISAPRE o FONASA, situación que ha sido parcialmente resuelta con la modificación del artículo 77 de la Ley 16.744.

De manera que el origen de las enfermedades del trabajo, a diferencia del accidente, hay más bien que buscarlo para llegar a precisarlo. Por lo tanto, en general, y en particular en países como Chile, lo que hay no es una tasa baja de enfermedades del trabajo, ni un subregistro, sino en lo fundamental, un subdiagnóstico. Que la tasa de enfermedades profesionales sea más alta en la actualidad que en el pasado puede ser un indicador positivo de salud laboral. Indica que se está avanzando en el reconocimiento, la pesquisa y vigilancia de éstas.  

Así, en nuestro país, se carece de una información más integral sobre la salud ocupacional, herramienta clave en la definición de políticas públicas. Los datos se focalizan en el accidente de trabajo y de los sectores de la fuerza de trabajo ocupada afiliada a Mutualidades. Si esto ocurre con las enfermedades profesionales de causalidades univocas, ocurre en un grado mayor con la patología mental relacionada con el trabajo.    

INSTITUCIONALIDAD DE LA PROTECCIÓN A LA SALUD EN EL TRABAJO

Los sistemas de protección de la seguridad en el trabajo son de distinto tipo. Unos se fundan en la responsabilidad individual del empleador y pueden incorporar o no la obligación de asegurarse. Cuando tienen como base esa responsabilidad individual, cada empresa toma opciones particulares, asegurándose sea con entidades públicas o privadas. Estas últimas, a su vez, pueden tener o no tener fines de lucro. Esta orientación de responsabilidad individual fue la que le dio origen a la necesidad de protección en los comienzos de la industrialización. Otros sistemas se fundan en la responsabilidad colectiva y se articulan como sistemas de seguro social, que es la tendencia predominante que se desarrolla en los países actualmente, incluidos los de América Latina y Chile. Las mutualidades de seguridad lo que hacen es distribuir esta responsabilidad en entidades de apoyo mutuo.
El 1° de febrero de 1968 se dictó en Chile la Ley 16.744 que creó el seguro social obligatorio contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, en el marco de una industrialización creciente y de un ascendente proceso de participación social. Ello fue la culminación de un proceso de larga discusión entre las partes y en donde se expresaba, ahora frente a la protección en los centros de trabajo, la concepción de la seguridad social como integral, universal y solidaria, con una tutela importante del Estado como garante de estos conceptos.

El seguro se creó como específico para estos eventos, diferenciado del resto de la seguridad social que cubre las pensiones para la vejez y las contingencias de la salud general distintas de la “salud laboral”. La creación de un régimen distinto para las contingencias laborales tiene un doble origen. 

Por un lado, la necesidad de garantizar que los fondos de las cotizaciones se orientaran realmente a estos fines y no fueran absorbidos por los gastos normalmente deficitarios del pago de las pensiones y la medicina curativa en general. Así, la ley que crea el seguro obligatorio se basa en gran medida en la existencia de hecho de las “mutualidades” ya inauguradas por algunas asociaciones de empleadores. 

Por otro, en el origen de las cotizaciones. A diferencia de todos los otros fondos previsionales que, en el sistema de capitalización individual, son financiados sólo por el trabajador, esta cotización nació y sigue siendo de cargo exclusivo del empleador y, por lo tanto, existe un interés directo de éstos por ver concentrados esos recursos en los riesgos y contingencias surgidas en sus centros de trabajo.

En la década de los 60, en que se institucionalizó la seguridad en el trabajo a través de la Ley 16.744 y la mayoría de sus Reglamentos, el país era escenario del desarrollo del modelo industrializador que atraviesa la visión de los centros laborales en toda la normativa (Echeverría, 1996). Así, lo que se tiene en mente y en vista es la industria, específicamente, “la fábrica”: es decir, la agrupación en grandes establecimientos, en recintos fijos, y normalmente cerrados, de masas de trabajadores estables y en proceso de creciente especialización. 

Si el escenario es la fábrica, al actor por excelencia es el obrero industrial enfrentado a sus particulares riesgos. 

Esto explica, por ejemplo, que los instrumentos claves de la prevención de riesgos en las empresas, como son el Departamento de Prevención de Riesgos y los Comités Paritarios de Higiene y Seguridad, sean obligatorios para empresas de más de 100 y de 25 trabajadores, respectivamente. Explica también la naturaleza del listado de entonces y vigente hasta hace dos años (D.S. N° 109)
.

En tanto la población ocupada permaneciera estable bajo un mismo techo, como era clásicamente la situación de la fábrica, la exposición a riesgos compartidos por los trabajadores y su impacto sobre la salud podía ser estudiada y vigilada en profundidad enfermedades consideradas como de origen ocupacional elaborado en lo esencial y a lo largo del tiempo en los lugares de trabajo. Esta situación se rompe como tendencia en la nueva economía global y también nacional. Como se ha sostenido, la población laboral tiende a una rotación mucho más alta, exponiéndose a una sucesión de riesgos en distintos lugares, lo que dificulta tanto las tareas de vigilancia epidemiológica de los trabajadores expuestos así como la delimitación de responsabilidades respecto del empleador y el lugar concreto de origen de los riesgos.

En el país hay tres Mutualidades que copan el grueso del mercado previsional y en el siguiente orden: la Asociación Chilena de Seguridad (ACHS), la Mutual de Seguridad de la Cámara Chilena de la Construcción (CCHC) y el Instituto de Seguridad  del Trabajo (IST). Entre las tres concentraron en el año 2006 al 72% de la masa laboral cubierta, lo que representa más de tres millones de trabajadores. La ACHS lidera claramente el mercado absorbiendo al 45% de la masa afiliada al sub-conjunto del sistema de Mutualidades.

Durante el año 2006, el sector Mutualidades tuvo un promedio anual de 72.357 empresas afiliadas, con una media general de 44 trabajadores por empresa, de las cuales más del 87% empleaban a menos de 50 personas.

El INP administra el seguro de las empresas que no están en Mutualidades ni tienen sistema de Administración Delegada. En 2006 la masa cubierta fue de 1.182.980 trabajadores que, o están empleados en pequeñas empresas, o son trabajadoras de casa particular, o pertenecen al alrededor del 50% del empleo del sector público (unas 70.000 personas) que se acogió al seguro obligatorio e incorporó a la Ley Nº 16.744 recién en 1995 o son trabajadores independientes. 

El sistema de seguridad laboral chileno se caracteriza por ser social y solidario en los términos siguientes.

El empleador contrata un seguro por el conjunto de la masa laboral que trabaja bajo su dependencia y no para cada uno de sus trabajadores de modo individual. Las cotizaciones de los distintos empleadores van a un fondo común de cada distinto organismo administrador del seguro, los cuales otorgan iguales prestaciones a todos los afiliados aún cuando el monto de las cotizaciones sea distinto.

Por otra parte, éste es un seguro concebido como integral, en tanto cubre desde la prevención de riesgos hasta la última rehabilitación física o compensación económica del daño. De hecho, la ley 16.744 se titula como “Seguro obligatorio contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales”. Es decir, tiene en su letra como en su espíritu un fuerte énfasis preventivo. No debe encargarse sólo de la reparación de los daños, sino que, en la mejor tradición de la salud pública, debe evitar que éstos lleguen a producirse, focalizando la atención tanto en las condiciones de trabajo riesgosas -las cuales se atribuyen genéricamente como responsabilidad del empleador- como en las acciones riesgosas -las cuales, también genéricamente- se atribuyen como responsabilidad o como resultado del comportamiento de los trabajadores.

LOS CAMINOS ADMINISTRATIVOS

Hace un año y medio, en marzo de 2006, entró a regir el decreto que modificó y actualizó el listado de enfermedades profesionales
. Esto es particularmente importante ya que el que regía se elaboró hacía más de 35 años. Y entre medio algunas enfermedades habían desaparecido, en tanto habían surgido riesgos asociados a nuevos procesos productivos y aparecido, o aumentado, enfermedades nuevas. 

La modificación incorporó la obligación de revisar este listado cada tres años.

En el país existe el sistema de listado cerrado pero que deja la puerta abierta al respecto. No es taxativo, es decir, se reconoce un conjunto determinado de enfermedades como profesionales, que se relacionan con riesgos específicos, pero se agrega que se puede reconocer también una enfermedad como profesional que no aparezca en el listado. Como se ha sostenido, el requisito fundamental para que una enfermedad sea considerada como profesional debe probarse la relación causa efecto entre los factores de riesgo presentes en el trabajo y la patología en cuestión.   

En el caso de las enfermedades no listadas es necesario es necesario para su comprobación: a) pedir al organismo administrador la realización de exámenes, b) comprobar la existencia de exposición previa, c) consultar a la Superintendencia de Seguridad Social que resuelve con informe de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN).    

El Decreto Supremo N° 73
, modificó y actualizó el D.S. N° 109 (que “Aprueba el Reglamento para la calificación y evaluación de los accidentes del trabajo y enfermedades profesionales”) del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, vigente desde 1968. 

En éste se explicitaron diagnósticos de lo que anteriormente se consideraban genéricamente como “neurosis ocupacionales”. Ello es considerado un avance, en tanto, la generalidad del concepto de neurosis, así como el hecho de que en la clasificación internacional de enfermedades ya no exista la “neurosis” como una entidad patológica, es un motivo más por el cual los trastornos de salud mental laboral están subdiagnosticados, por lo tanto, subregistrados y, finalmente, no atendidos por los servicios médicos de los organismos correspondientes.  

En el DS Nº 73 se refiere a las neurosis ocupacionales en los términos siguientes: “Neurosis profesionales incapacitantes que pueden adquirir distintas formas de presentación clínica, tales como: trastorno de adaptación, trastorno de ansiedad, depresión reactiva, trastorno de somatización y por dolor crónico”.

Como factores de riesgo de patología mental se usa una definición amplia: “todos los trabajos que expongan al riesgo de tensión psíquica y se compruebe relación causa a efecto”. Para que el trabajo origine patologías mentales deben darse ciertas condiciones tales como sobrecarga, hostigamiento, menoscabo de funciones ambigüedad de rol, ausencia de medios para ejercer un cargo, subcarga o factores éticos. Los efectos mentales derivados de un accidente del trabajo son atendidos como parte del tratamiento integral de recuperación de dicho siniestro (efectos post-traumáticos). 

Los caminos que debe recorrer un trastorno que se supone de origen laboral es el que se describe a continuación.

1)  Cuando un trabajador/a informa a su empleador que tiene una enfermedad profesional o muestra síntomas que hagan presumir de ello, el empleador debe remitirlo al establecimiento asistencial del respectivo Organismo Administrador (Mutualidad o INP) en forma inmediata
.

Para ello debe el empleador debe llenar la “Denuncia Individual de Enfermedad Profesional” (DIEP) protocolo en el cual se registra la información básica correspondiente. Si el empleador no hace la denuncia en su plazo, la debe hacer el trabajador o sus derecho-habientes o el Comité Paritario de Higiene y Seguridad de la empresa cuando corresponda o el médico tratante
. 

2)  En el centro asistencial del organismo administrador se le deberán realizar los exámenes y procedimientos que sean necesarios para establecer si la enfermedad es de origen común o es profesional, es decir, ocasionada por el trabajo.

En el caso de los trastornos mentales se dan los pasos siguientes:


a)   Evaluación psiquiátrica (diagnóstico psicopatológico).

b)  Evaluación psicológica (entrevista semi-estructurada para obtener información biográfica y laboral).

c)  Entrevista a la empresa para conocer función, cargo, trayectoria, capacitación y responsabilidades, relaciones interpersonales y posibles factores desencadenantes del problema. 

3)  Una vez realizados los exámenes y procedimientos médicos pertinentes al trabajador/a, el Organismo Administrador se pronuncia respecto del origen común o profesional de la afección detectada al trabajador. Ello es informado al trabajador y al empleador, instruyéndose las medidas correspondientes.

Cabe señalar que la legislación nacional respecto de la protección de la vida privada en lo que concierne a datos personales, recetas médicas, análisis y exámenes de laboratorio clínicos o servicios relacionados con la salud tienen un carácter reservado, pudiendo revelarse su contenido o darse copia con el consentimiento expreso del paciente, otorgado por escrito.

Cuando se diagnostique a algún trabajador o ex–trabajador la existencia de una enfermedad profesional, será obligación del respectivo Organismo Administrador dejar constancia en sus registros, a lo menos, de sus datos personales, la fecha del diagnóstico, la patología y el puesto de trabajo en que estuvo o está expuesto al riesgo que se la originó.

4)  Si la enfermedad deja una secuela o “pérdida de capacidad de ganancia” de carácter permanente en la trabajador/a, existen tres instancias de apelación.  

En primer lugar, el caso es derivado por el organismo administrador, en el cual se está atendiendo el caso, a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIM). Este es el canal natural, normal, de derivación. Pero el caso puede ser llevado a la COMPIN también por el trabajador/a o la respectiva empresa donde trabaja.

La Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez es una entidad autónoma organizada bajo dependencia de la Secretaría Regional Ministerial de Salud que corresponda, la que debe apoyar su funcionamiento
. Las COMPIN estarán integradas, según sea el caso, por uno o más médicos con experiencia en relación a las incapacidades evaluadas y/o con experiencia en salud ocupacional. 

Esta Comisión califica y resuelve el carácter ocupacional o no de la enfermedad, a través de una resolución fundada. Y determina las indemnizaciones o pensiones correspondientes.  

Si hay acuerdo, el caso queda resuelto ahí.

Si no hay acuerdo, sea del propio afectado o del organismo administrador, el caso pasa a una segunda instancia de apelación; la Comisión Médica de Reclamos de Accidentes del Trabajo y de Enfermedades Profesionales (COMERE). Esta instancia está constituida por médicos representantes de empleadores y de trabajadores. La Comisión Médica de Reclamos es una entidad autónoma y sus relaciones con el ejecutivo deben efectuarse a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Evalúa y dictamina a través de una resolución fundada.

Si algunas de las partes están en descuerdo puede apelar a la Superintendencia de Seguridad Social, que resuelve en última instancia.   

5)  Los afiliados, para ejercer el derecho establecido en el inciso tercero del artículo 7º de la

Ley N° 16.744, es decir, para acreditar el carácter profesional de alguna enfermedad que no

estuviere incluida en la lista que contempla este reglamento, deberán solicitar al respectivo organismo administrador se les practiquen los exámenes correspondientes para estudiar la eventual existencia de una enfermedad profesional, en caso que existan o hayan existido en el lugar de trabajo, agentes y/o factores de riesgo que pudieran asociarse a esa enfermedad.

6)  Cada vez que un Organismo Administrador establezca la presencia de riesgos o de diagnosticar en los trabajadores alguna enfermedad profesional tiene que incorporar a dicha empresas a sus programas de vigilancia epidemiológica. Es decir, hacer un monitoreo de riesgos en las empresas y una evaluación periódica de los trabajadores expuestos a ellos. 

7)  Si el trabajador/a debe guardar reposo a consecuencia de una enfermedad profesional, el médico tratante extenderá la orden respectiva. Esto incluye la situación en que el/la paciente no esté en condiciones de reincorporarse a sus labores y jornadas habituales. Los organismos administradores sólo pueden autorizar la reincorporación a sus labores del enfermo laboral cuando se otorgue el “alta laboral” que debe considerar la prescripción médica para hacerlo.

8)  Los exámenes para estudiar la existencia de enfermedades profesionales en los trabajadores puede ser llevada a cabo de oficio por los organismos administradores o por requerimiento de los trabajadores o de las empresas.

Estos exámenes son obligatorios
 si existe o han existido en el lugar de trabajo agentes o factores de riesgo susceptibles de ser asociados a una enfermedad profesional. El organismo administrador no puede negarse a efectuar los exámenes si no ha realizado una evaluación de las condiciones de trabajo dentro de los seis meses anteriores al requerimiento, o en caso que la historia ocupacional del trabajador así lo sugiera.

9)  En el caso de los trabajadores a que se refiere el artículo 9° de la ley, pertenecientes a entidades empleadoras afiliadas al INP, el Servicio de Salud que corresponda deberá remitir todos los antecedentes necesarios a la respectiva COMPIN.

En el caso de los trabajadores a que se refiere el artículo 10° de la ley, pertenecientes a entidades empleadoras afiliadas al INP, éste deberá tomar las providencias con las entidades que mantiene convenio de atención médica, para enviar todos los antecedentes necesarios a la respectiva COMPIN para dar inicio al trámite.

La declaración, evaluación y reevaluación de las incapacidades permanentes es de competencia de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN), salvo que se trate de incapacidades permanentes derivadas de accidentes del trabajo de afiliados a Mutualidades, en cuyo caso la competencia corresponderá a estas instituciones. Las COMPIN y las Mutualidades, según proceda, actuarán a requerimiento del Organismo Administrador, a solicitud del trabajador o de la entidad empleadora.

LOS CAMINOS JUDICIALES

En la legislación chilena si el accidente o enfermedad del trabajo se deben a culpa, negligencia o dolo del empleador, el trabajador que es víctima de ello puede seguir dos caminos: el señalado por la seguridad social (seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales) que es el habitual y, a la vez, la justicia ordinaria, de responsabilidad civil por tal evento
.

A diferencia de lo que ocurre en otros países, en el nuestro no es necesario optar entre ambas vías o tener sólo una de ellas abierta sino que pueden tomarse los dos caminos paralelamente. De manera de que pueden recibirse, por una parte, todas las prestaciones médicas y monetarias que están tarifadas en la Ley 16,744 y las compensaciones que resultaran por daños materiales y morales en un juicio por responsabilidad civil.

Por otro lado, como respuesta a las resoluciones del camino de la seguridad social, es decir, de los dictámenes emitidos en última instancia por la Superintendecia de Seguridad Social, es posible apelar también a la justicia ordinaria. No existen fallos de la justicia por problemas de salud mental ocupacional. 

El fallo emblemático sobre salud y trabajo se emitió en torno de un accidente laboral ocurrido a varios trabajadores hace más de 12 años, por la crecida de un río que arrasó un campamento de trabajadores de la construcción en el terreno de “El Alfalfal”. Lo que estaba en cuestión ahí era el carácter laboral o no de ese accidente lo cual se falló, después de un largo proceso afirmativamente.   
SINTESIS Y ESQUEMA DE PROCEDIMIENTO
1)  La salud mental ocupacional no ha tenido presencia ni mayor desarrollo en el país. La consulta por salud laboral se centra, en lo fundamental, en los accidentes del trabajo y, muy secundariamente, en las enfermedades atribuidas al trabajo. Entre ellas, los trastornos de la esfera psíquica son marginales.

2)  Sin embargo, el problema está más presente en la sociedad chilena y entre los trabajadores, por los siguientes motivos: a)sucesivos sondeos de opinión que hacen ver que se perciben desequilibrios entre la vida laboral y la vida personal, familiar y social, b)el estrés laboral, como un fenómeno identificable, c) la discusión pública sobre derechos fundamentales en el trabajo y el valor de la dignidad de las personas en el trabajo, d) la colocación del hostigamiento laboral (“mobbing”) como un tema, que cabría regular, e) la incorporación de la depresión como patología al programa GES de la reforma en salud y f)la mayor precisión la las “neurosis profesionales” en la actualización del listado de enfermedades profesionales.

3)  En este contexto las instituciones y organismos correspondientes han explicitado los caminos administrativos que es necesario recorrer para que la patología mental ocupacional sea reconocida, atendida y recompensada como tal. Este no es un camino especial para los trastornos de la esfera psíquica, sino general para las enfermedades laborales.
4)  Desde que se estructuró el seguro y la institucionalidad en salud ocupacional (años 1968, vigencia de la Ley 16.744), se establecen dos caminos frente a las responsabilidades en relación a los accidentes y enfermedades del trabajo el camino de la seguridad social (administrativo) y lal justicia ordinaria, de responsabilidad civil por tal evento en caso de culpa, negligencia o dolo del empleador. 

El camino administrativo es el que efectivamente se ha utilizado frente a riesgos psicosociales en el trabajo y los daños correspondientes, sin que se conozcan tramitaciones judiciales respecto de problema en la salud mental. 

5)  En esquema adjunto se presentan los pasos que sigue el camino del seguro.  
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Será obligación del empleador remitir, además, la respectiva DIEP (Denuncia Individual de Enfermedad Profesional), con la información que indique su formato, al Organismo Administrador que corresponda. Lo anterior dentro del plazo de 24 horas desde que el trabajador le manifestó que padecía una enfermedad profesional o desde que tuvo conocimiento de los síntomas que hacían presumir tal hecho. El empleador deberá conservar una copia de la DIEP.





� También podrá efectuar la denuncia cualquier persona que haya tenido conocimiento de los hechos.





� Artículo 14 B del D.L. N° 2.763


� Frente al rechazo del Organismo Administrador a efectuar los respectivos exámenes, resolución que, en todo caso, deberá ser fundada, el trabajador o la entidad empleadota podrán recurrir a la Superintendencia de Seguridad Social, la que resolverá con competencia exclusiva y sin ulterior recurso.





� Artículo 69° de la Ley 16.744, Seguro Social contra riegos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales 
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